
El pacto fiscal evade la reforma tributaria

Las primeras reyertas de este pro-
ceso ha ratificado lo que se presumía 
acerca de los objetivos que le asignan 
al pacto: por parte del gobierno se ha 
dicho que los acuerdos sobre el ma-
nejo fiscal deben, ineludiblemente, 
“garantizar el plan de gobierno para la 
gestión 2015—2020, el modelo eco-
nómico vigente en el país y el cumpli-
miento de la Agenda Patriótica 2025”, 
mientras que algunas autoridades re-
gionales pertenecientes a la oposición 
han ratificado su intención de que el 
principal acuerdo sea la aprobación de 
la fórmula 50-50 para la distribución 
de los recursos fiscales. Es decir, dos 
de los principales actores de esta con-
tienda iniciada están de acuerdo en li-
mitar el debate —y los resultados— al 
ámbito de la distribución de los ingre-
sos fiscales y del destino del gasto. Más 
aún, ambas posiciones dan por senta-
do que el debate se debería realizar 
manteniendo la orientación del régi-
men tributario —heredado de la re-
forma implementada por la Ley 843 en 
el lejano año 1986— que hasta la fecha 
ha sido modificado sólo parcialmente, 
aunque conservando su espíritu.

La reforma tributaria, al igual que 
las otras políticas neoliberales de las 
décadas finales del pasado siglo, bus-

caba establecer las condiciones más 
ventajosas para la recomposición del 
capital, facilitando la elevación de las 
tasas de ganancia y su acumulación. La 
principal característica de la reforma 
tributaria fue la creación de impuestos 
indirectos como fuentes de recursos 
fiscales, recursos que debían compen-
sar la pérdida de ingresos debido a la 
desaparición paulatina de las empre-
sas estatales por obra de la privatiza-
ción. Como escribíamos en febrero de 
2003, en ocasión de la revuelta popu-
lar contra un nuevo impuesto a los sa-

El debate sobre el Pacto Fiscal se ha instalado en el país. La inesperada postura 
del gobierno, que ha instalado apresuradamente el Consejo Nacional de Auto-
nomías y ha hecho públicos los objetivos que perseguiría en esa instancia, ha sor-
prendido a los partidos de la oposición de derecha y a las autoridades regionales 
afines a los mismos arrebatándoles el protagonismo sobre una demanda que ha-
bían planteado desde hace mucho, pero especialmente desde que se conocieron 
los resultados del último Censo de Población.
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larios: “la preferencia por impuestos al consumo 
y no a los ingresos y rentas empresariales, tiene 
el fin premeditado de alentar la acumulación de ca-
pital, por encima del bienestar de la población o de 
algún afán auténtico de buscar la mejora de las 
condiciones de vida de la población a través del 
gasto fiscal”. El argumento neoliberal era que los 
impuestos dirigidos a gravar las ganancias capi-
talistas iban en detrimento del ahorro y la in-
versión y alentaban el consumo de los estratos 
de menores ingresos, considerados irrelevantes 
para impulsar la inversión y la actividad econó-
mica. Así se pretendía ocultar la naturaleza de 
clase de la política fiscal, que elude la imposición 
de tributos a la plusvalía y busca incrementar los 
beneficios de los capitalistas mediante la “socia-
lización” de una parte de los salarios.

El resultado de la reforma neoliberal fue que 
para el 2001 una parte importante de los ingre-
sos corrientes del Sector Público No Financiero 
(SPNF) —más del 70%— provenía de impuestos 
indirectos al consumo, como el Impuesto al Va-
lor Agregado (IVA), el impuesto a las transferen-
cias (IT) y otros impuestos específicos como el 
Impuesto Especial a los Hidrocarburos y Deri-

vados (IEHD); un cambio drástico de la compo-
sición de los ingresos corrientes del SPNF que 
antes de 1985 estaba dominada por la presencia 
de un 82% de ingresos provenientes de la venta 
de bienes y servicios de las empresas públicas 
nacionales. En otras palabras, la privatización y 
liquidación de las empresas públicas trasladó su 
obligación de proveer ingresos fiscales no a los 
capitalistas que se apropiaron dolosamente de 
ellas, sino a los ingresos laborales de la mayoría 
de la población a través del gravamen a su con-
sumo.

Además, para cumplir ese objetivo, los dise-
ñadores del sistema tributario idearon ingenio-
sos mecanismos y dispositivos que enfatizan la 
fácil recaudación: la presión sobre los consumi-
dores resulta más eficiente que la fiscalización 
de los ingresos de las empresas, de ahí que con 
frecuencia las situaciones de insolvencia fiscal 
fueron enfrentadas con recurrentes “gasolina-
zos”.

La creación del Impuesto Directo a los Hi-
drocarburos (IDH) mediante la Ley 3058 del 
año 2005 significó una modificación parcial en 
la orientación regresiva de la política tributaria 
que el neoliberalismo había llevado a extremos. 
La creación del IDH que grava con un adicional 
32% a la venta de hidrocarburos permite que el 
Estado capture una parte importante del exce-
dente o plusvalía, que se presenta bajo la forma 
de renta o ganancia extraordinaria. La posterior 
“nacionalización” de 2006 mejora esa apropia-
ción estatal al hacer a YPFB partícipe de una 
parte de la utilidad neta o ganancia, otra forma 
de la plusvalía. La importancia para el sistema 
tributario de este cambio, es de tal relevancia 
que en el año 2013 los ingresos provenientes de 
la explotación de hidrocarburos constituyeron 
más del 48% de los ingresos corrientes del sec-
tor público. En síntesis, esta reforma parcial diri-
gida a mejorar el control estatal del excedente 
económico generado por el trabajo social, seña-
la adecuadamente la vía que garantiza la capa-



cidad financiera del Estado para 
cumplir con la finalidad de su 
gestión, que no es otra que bus-
car la satisfacción de las necesi-
dades básicas de la población y 
la construcción de condiciones 
para el desarrollo productivo, 
mediante la devolución de una 
parte del esfuerzo productivo 
del trabajo en forma de bienes 
comunes y servicios públicos 
universales.

Una sociedad encaminada en 
la construcción de nuevos tipos 
de relaciones sociales que supe-
ren la subordinación, la explota-
ción laboral y la exclusión social 
—relaciones que se fundamen-
ten en la solidaridad y la respon-
sabilidad social—, pero también 
un régimen que dice represen-
tar esas aspiraciones, no pueden 
optar por cambios formales que 
mantengan el espíritu regresivo 
del neoliberalismo y de la lógica 
mercantil capitalista. No es per-
tinente ni legítimo que un deba-
te sobre la reforma del sistema 
fiscal se limite a considerar sólo 
la redistribución de recursos y 
de competencias entre estratos 

del aparato estatal controlados 
por fracciones políticas que 
priorizan su propia conserva-
ción en el poder mediante el 
cumplimiento —con menor o 
mayor eficiencia, con más o me-
nos transparencia— de su pro-
pia agenda. 

En nuestro criterio, se debe 
alentar mejoras en el sistema 
fiscal partiendo por eliminar las 
disposiciones que permiten la 
exención impositiva a favor de 
las ganancias empresariales, así 
como los dispositivos que per-
miten la “acreditación” de los 
impuestos a las utilidades y los 
que imponen generosas venta-
jas a sectores empresariales en 
los regímenes prevalecientes en 
sectores como la minería, la agri-
cultura comercial y las exporta-
ciones. El Pacto Fiscal no puede 
construirse al margen o sin una 
previa y profunda reforma fiscal 
que priorice el financiamien-
to fiscal mediante el gravamen 
a los sectores y clases sociales 
que se apropian del excedente 
producido en la economía na-
cional por el trabajo productivo.
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